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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NO EXISTE DECISIÓN ARBITRARIA AL EXIGIR PUBLICACIÓN POR AVISO EN ACCIÓN POPULAR  / NIEGA. “[S]e pone en entredicho la posición de la funcionaria de exigir de parte del actor popular que cumpla con la publicación del aviso por medio del cual se le informa a la comunidad sobre la iniciación de la respectiva demanda, por cuanto se incumple lo prevenido en el artículo 5º de la ley 472 de 1998, sobre el impulso oficioso de esa clase de demandas. Para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que radicó ante el juzgado accionado, con auto del 19 de septiembre último, se solicitó a la parte actora que cumpliera con la carga de la notificación a  los miembros de la comunidad, lo que fue objeto de recursos de reposición y apelación, a la postre con decisión desfavorable a sus intereses. Esa resolución, por sí sola, no alcanza a trasgredir los derechos de aquel, porque la aplicación e intelección que al asunto le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al libelista, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta la vulneración de un derecho fundamental, que es lo que por esta vía se puede proteger. Por demás, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en la decisión de la funcionaria, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, (…) No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen en el presente asunto. Tanto así, que no hay ninguna carga desproporcionada, irracional o ilegal; al contrario, el demandante está llamado a cumplir unas mínimas reglas dentro de la acción popular, como esta, de hacerle saber a la comunidad sobre la iniciación del trámite, según ha sido aceptado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, lo cual permite concluir que la posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual, el amparo frente al despacho accionado se negará.”.
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Acta N° 40 de enero 30 de 2017
 



Decide la Sala la acción de tutela propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Defensoría del Pueblo Risaralda, el agente del Ministerio Público local y Bancolombia.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, por la violación de “garantías procesales”.

  



Pide que se ordene al juzgado continuar con la acción amparado en el artículo 5º de la Ley 472 de 1998, ya que la información que se echa de menos existe a folios 6 y 18; y que se disponga aplicar de igual manera el artículo 84 de la misma normativa.





Dijo en su escrito que presentó acción popular radicada al número “2015-243” y la demandada le exige que informe a la comunidad, con lo que desconoce lo que le ordena el artículo 5 de la Ley 472 de 1998 y sin tener en cuenta que ello ya reposa en el expediente.  
  



Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Risaralda, el agente del Ministerio Público local y Bancolombia.
La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. El Juzgado, hizo remisión de las copias solicitadas e informó que frente al auto que requirió al actor popular para que publicara el aviso so pena de decretar el desistimiento tácito no se interpuso recurso alguno.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura del derecho a “las garantías procesales”, bajo la premisa de que el Juzgado exige, a su costa, la publicación del aviso a la comunidad dentro de la acción popular que allí adelanta, en desconocimiento del impulso oficioso que debe operar dentro de esa clase de asuntos.
 



Se sabe que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. .   Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



  Pues bien, para la Sala, al margen de la mención del juzgado acerca de que el último auto proferido, por medio del cual se requirió al actor para que publicara el aviso, so pena de declarar el desistimiento tácito no fue recurrido, fechado a enero 18 de 2017, pueden darse por satisfechos los requisitos generales anunciados, en cuanto se pide la protección del derecho fundamental al debido proceso, la providencia que se ataca data de menos de seis meses; la situación fue ventilada dentro del mismo proceso, no se trata de otra acción de tutela y, en lo que interesa, por este aspecto, el actor popular agotó los recursos de reposición y en subsidio apelación (f. 30 y 33), a la postre sin resultados positivos, frente al proveído del 19 de septiembre de 2016 (f. 28), en el que con ocasión de la nulidad que una de las salas de este Tribunal decretó desde el fallo de primer grado, para que se produjera en debida forma la comunicación de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 (f. 39 a 41) dispuso elaborar el aviso que anunciara a la comunidad sobre la existencia de la acción popular, el que debería difundirse por medio de una emisora o publicarse en un medio escrito de amplio cubrimiento local o nacional y que los costos que ello generara estarían a cargo del demandante (f. 30 a 33). El auto al que hace mención el juzgado, contiene una advertencia previa a declarar el de desistimiento tácito, que no es lo que ahora discute el accionante.

  



Superada esta situación y descendiendo a los requisitos específicos, la queja se apuntala en el defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “que se configura cuando la decisión judicial se apoya en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, bien sea por que ha sido derogada, porque ella o su aplicación al caso concreto es inconstitucional o, porque, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se ha aplicado”
-
, como quiera que se pone en entredicho la posición de la funcionaria de exigir de parte del actor popular que cumpla con la publicación del aviso por medio del cual se le informa a la comunidad sobre la iniciación de la respectiva demanda, por cuanto se incumple lo prevenido en el artículo 5º de la ley 472 de 1998, sobre el impulso oficioso de esa clase de demandas.

Para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que radicó ante el juzgado accionado, con auto del 19 de septiembre último, se solicitó a la parte actora que cumpliera con la carga de la notificación a  los miembros de la comunidad, lo que fue objeto de recursos de reposición y apelación, a la postre con decisión desfavorable a sus intereses.
Esa resolución, por sí sola, no alcanza a trasgredir los derechos de aquel, porque la aplicación e intelección que al asunto le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al libelista, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta la vulneración de un derecho fundamental, que es lo que por esta vía se puede proteger. Por demás, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en la decisión de la funcionaria, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...

 



No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen en el presente asunto. Tanto así, que no hay ninguna carga desproporcionada, irracional o ilegal; al contrario, el demandante está llamado a cumplir unas mínimas reglas dentro de la acción popular, como esta, de hacerle saber a la comunidad sobre la iniciación del trámite, según ha sido aceptado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 y el Consejo de Estado
, lo cual permite concluir que la posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, con lo cual, el amparo frente al despacho accionado se negará.
 



Se absolverá a las entidades vinculadas por no hallarse de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados.

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad. 
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� 	Sentencia C-543-92


� 	Sentencia T-781/2011


� 	El criterio ha sido reiterado, como se puede leer en la reciente sentencia T-528 de 2016.


� Sentencia T-388/06


� Sentencia de tutela, 3 de marzo de 2011; expediente 11001-22-03-000-2011-00029-01, M.P. Arturo Solarte Rodríguez. 


� Sentencia de tutela,  19 de noviembre de 2009, expediente 41001-23-31-000-2004-01175-01(AP)M.P. María Claudia Rojas Lasso  
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